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Radicación Nro.
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Demandante:

Humberto Montoya Marin 
Demandado:

Colpensiones
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema : 


IMPROCEDENCIA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DESPUÉS DE CUMPLIDA LA EDAD MÍNIMA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ. “Establece el artículo 31 de la Ley 100 de 1993 que el régimen de prima media con prestación definida es aquél mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización previamente definidas, siendo aplicable a este régimen las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones), con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esa Ley. En ese contexto, para analizar la viabilidad de reconocer la pensión de invalidez dentro del régimen de prima media con prestación definida, es necesario remitirse al artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, el cual prevé que el afiliado que sin tener derecho a la pensión de vejez, se invalide después de alcanzar las edades que se señalan para adquirir ese derecho, se le otorgará la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez. Bajo tales parámetros, esta Sala de Decisión desde sentencia de 13 de abril de 2007, reiterada en providencia de 10 de diciembre de 2015 dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones con radicación Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01 determinó que es improcedente reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues como atrás quedó visto, la consecuencia jurídica prevista en la legislación en estos casos, no consiste en la concesión de una pensión sino de una indemnización sustitutiva.”.
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Hoy, veinticuatro de marzo de dos mil diecisiete, siendo las siete y treinta de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor HUMBERTO MONTOYA MARIN en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 4 de diciembre de 2015, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, PORVENIR PENSIONES Y CESANTÍAS y como llamada en garantía MAPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2015-00023-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Humberto Montoya Marín que ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones-, impute a su historia laboral, los aportes a pensiones realizados por el empleador “Conjunto Residencial Los Alcazares”, en el periodo comprendido entre el 1º de julio de 2007 y el 30 de agosto de 2008.

Que se condene a la Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. a reconocerle la pensión de invalidez a partir del 1º de julio de 2010 y como consecuencia se condene a pagar a título de retroactivo pensional liquidado hasta la presentación de la demanda, la suma de $34.682.200 y por cuenta de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, un valor equivalente a $19.209.375.
Para el efecto refiere que por las diversas patologías que padece, tales como Hipertensión Arterial esencial primaria, enfermedad cerebrovascular e hipertrofia prostática, inició el proceso de calificación de su pérdida de capacidad laboral ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, el cual fue notificado la BBVA Horizonte Pensiones y Cesantías hoy Porvenir y que arrojó como resultado, una pérdida de capacidad laboral equivalente al 66.01%, de origen común, estructurada el 1º de julio de 2010.

Sostiene que estuvo afiliado al Instituto de Seguros Sociales entre el 20 de abril de 1974 y el 31 de agosto de 2008, trasladándose a BBVA Horizonte Pensiones y Cesantías hoy Porvenir S.A.  a partir del 1º de septiembre de esa anualidad; que dado que a que los aportes realizados por su empleador “Conjunto Residencial Los Alcazares” entre el 1º de julio de 2007 y el 30 de agosto 2008, no se encontraban registrados en su historia laboral, solicito al ISS la corrección de su reporte, petición que fue atendida de manera favorable por Colpensiones mediante comunicación de fecha 20 de junio de 2014, no obstante ninguna novedad al respecto se evidencia en su historia laboral.

Indica que el día 27 de octubre de 2014 elevó solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de invalidez ante Porvenir S.A., siendo negada por ésta entidad.

Al dar respuesta al libelo introductorio –fls.65 a 67- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos de la demanda, excepto aquéllos relacionados con la corrección de historia laboral, pues frente a éstos se pronunció indicando que no le constaban.  En cuento a las pretensiones manifestó que se atenía a lo que resultaba probado en el proceso.  Como excepciones de mérito formuló las que denominó “Deber del demandante de demostrar los supuestos de hecho” y “Prescripción”.

Porvenir S.A. se vinculó a la litis –fl 88 a 96, admitiendo los hechos relacionados con el proceso de calificación iniciado por el actor, el resultado del mismo, el agotamiento de la vía administrativa para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez y la negativa de la entidad a conceder dicha prestación. Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones las de “Inexistencia de la Obligación, Cobro de lo no debido, Falta de causa en las pretensiones de la demanda, Incumplimiento de los requisitos legales para acceder a la pensión de invalidez”.  

Finalmente, llamó en garantía a la Mapfre Colombia Vida Seguros S.A. aseguradora que se vinculó a la litis de manera oportuna, admitiendo los hechos relacionados con dicho llamado, excepto los que corresponden a la cobertura de la póliza para el caso específico. Como excepciones formuló las que denominó “Ausencia de cobertura”, “Límite del riesgo”, “Prescripción” y “Genérica”.
En sentencia de 6 de febrero de 2017, la Juez determinó que el señor Humberto Montoya Marin no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita pues para el momento que se estructuró la invalidez, contaba con 69 años de edad, lo que indica que el estado incapacitante se generó con posterioridad a la edad mínima para acceder a la pensión de vejez, haciéndose imposible conceder la prestación, pues la cobertura o asegurabilidad del riesgo de invalidez, fenece al arribo de los 60 y/o 62 años de edad, en el caso de los hombres, dado que a partir de este momento, la contingencias generadas en virtud a la edad, son cubiertas por la pensión de vejez, cesando la obligación definitiva de cotizar.

Tal posición tuvo sustento jurisprudencial en la sentencia proferida en el radicado No 2014-172 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares.

Adicionalmente precisó que cuando el actor acudió a la calificación de pérdida de la capacidad laboral, conforme a las anteriores consideraciones, ya estaba por fuera del sistema, y además porque al solicitar la devolución de saldos ante la imposibilidad de continuar cotizando, hizo manifiesta su voluntad retirarse del mismo.  Sostuvo también que si bien la entrega del capital existente en su cuenta de ahorro individual, no es obstáculo para reconocer a su favor la pensión de invalidez que reclama, si lo es que la estructuración de su invalidez se hubiese presentado dentro del periodo límite de cobertura del sistema pensional, esto es 65 años de edad, como máximo.
Finalmente, precisó que, aun cuando se ignorara lo anterior, el actor no acreditó el número de semanas mínimo para acceder a la gracia pensional, en la medida en que la historia laboral da cuenta de cotizaciones efectuadas hasta el ciclo de febrero de 2008, de las cuales sólo 34.28 semanas fueron aportada en los tres años anteriores a la fecha en que se originó la invalidez.
Inconforme con la decisión, el señor Humberto Montoya Marín interpuso recurso de apelación, argumentando, en lo que tiene que ver con la falta de cobertura del riesgo de invalidez, por haberse estructurado su situación de discapacidad después de alcanzada la edad mínima para pensionarse por vejez, que el precedente en el cual soporta la funcionaria de primer grado su negativa, resulta violatorio de principios constitucionales como la favorabilidad y progresividad y afecta su condición de adulto mayor que se agrava con la invalidez que le fue dictaminada.

Indica también que la Junta de Calificación de Invalidez en su valoración no hizo apreciación alguna relacionada con el hecho de que las patologías por él sufridas son el resultado de la decrepitud y el desgaste natural de las contingencias propias de la edad, considerando que es éste el órgano encargado de consignarlo en su dictamen, con la clara nota de que tal condición no genera una pérdida de capacidad laboral, pero entonces carecería de sentido que la Junta de Calificación diligencie un formato denominado “formulario de dictamen para calificación de la pérdida de capacidad laboral”. 
Indica también que la decisión que ataca resulta restrictiva y no se acompasa con las tendencias jurisprudenciales en materia laboral y constitucional que buscan ampliar la cobertura del sistema pensional y proteger a sujetos de especial condición, como son los adultos mayores y las personas en situación de discapacidad, precisando que el órgano de cierre de la especialidad, en decisiones como las proferidas en el Radicado No 30123 de 2007, no ha desconocido el derecho a la pensión de invalidez que le asiste a quienes se invalidan después de arribar a la edad mínima para pensionarse por vejez.
Frente a la tesis relacionada con el hecho de que el actor se encontraba por fuera del sistema pensional en atención a que fue su voluntad retirarse del mismo, ante la imposibilidad de continuar efectuados aportes y solicitar la devolución de saldos, preciso que la jurisprudencia nacional no ha considerado ésta situación un obstáculo para reconocer la pensión de invalidez si a ella se tiene derecho y así lo ha dejado ver en decisiones en las que se reclama la pérdida del derecho en virtud al reconocimiento de la indemnización sustitutiva de vejez, prestación que bien se puede equiparar a la devolución de saldos prevista en el régimen de ahorro individual con solidaridad.
En cuanto a la acreditación del número mínimo de semanas para acceder a la prestación, indicó que con la demanda aportó todas las planillas de autoliquidación de aportes; no obstante el “Conjunto Residencial Los Alcazares”, no atendió oportunamente el requerimiento efectuado por el Juzgado mediante comunicación  de fecha 8 de octubre de 2015, recibida el 11 de noviembre de igual año, por lo que no fue posible corroborar los aportes pagados por dicho empleador, para acreditar así los requisitos exigidos por la ley para acceder a la pensión de invalidez.

Finalmente, solicita, que en caso de ser necesario, se proceda requerir al destinatario de la comunicación para que atienda la misma, en los términos establecidos por el Juzgado de Conocimiento.

Atendiendo ésta última petición, la ponente inicial, mediante auto de fecha 18 de enero de 2016, solicitó al Conjunto Residencial los Alcazares, que expidiera con destino a este proceso i) certificado laboral del demandante, donde consten los extremos de la relación, ii) los soportes de los pagos que por concepto de aportes en pensiones efectuó en nombre el actor y iii) a qué entidad realizó los mismos.

Mediante comunicación visible a folio 8 y ss del cuaderno de segunda, instancia, el destinatario atendió lo requerido por la ponente.  Dicha documentación se puso a disposición de las partes mediante auto de fecha 18 de febrero de 2016.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Tiene derecho el señor Humberto Montoya Marin a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. INCOMPATIBILIDAD ENTRE LA INDEMNIZACION SUSTITUTIVA DE LA PENSION DE VEJEZ Y LA PENSION DE INVALIDEZ DE ORIGEN COMUN.

En sentencia de 24 de abril de 2015 dentro del proceso promovido por la señora María Aracelly Lotero Aristizábal en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones radicado bajo el Nº 66001-31-05-001-2014-00132-01, esta Sala de Decisión al abordar el tema de la compatibilidad entre la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y la pensión de sobrevivientes de origen común, el cual se adecúa también a la compatibilidad entre la mencionada indemnización y la pensión de invalidez de origen común; apoyándose en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, sentó su posición frente al tema en comento de la siguiente manera:

“De entrada debe manifestar la Sala que fue apresurada la conclusión a la que llegó la Jueza de instancia respecto al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes reclamada.

En efecto, no siendo objeto de discusión que al señor Julio César Martínez Arbeláez se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez a través de la Resolución No. 003054 de 1995, por valor de $938.540 porque no tenía el número de semanas mínimo para pensionarse, era evidente que cualquier otra prestación que se pretendiera con posterioridad a ello, como la pensión de sobrevivientes, no podía fundarse en aquella cantidad de cotizaciones, pues con base en ellas ya se había financiado la aludida indemnización y no podían tenerse en cuenta para otro efecto.”

Y posteriormente expresó:

“En este punto vale la pena advertir que es una postura pacífica de esta Judicatura, que se acompasa a la de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, aquella según la cual no existe incompatibilidad cuando el afiliado o sus beneficiarios acudieron a la administradora del fondo de pensiones con el fin de reclamar una prestación y en su lugar se les reconoció la indemnización sustitutiva, pero con posterioridad se establece que sí tenía el derecho a la pensión y fue por incuria de la entidad que dejó de pagarse. Es en esos precisos eventos que se ordena reconocer la gracia pensional y se autoriza a la demandada a descontar del retroactivo aquel monto pagado, situación que dista de la aquí presentada, pues se itera, se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez porque carecía de las semanas para alcanzar la pensión de vejez, pues sólo contaba con 453 semanas cotizadas y más de 60 años de edad al 16 de febrero de 1995.”.

Ahora bien, la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia CSJ SL, 27 ago. 2008, rad. 33885, reiterada en providencia SL 11234 de 26 de agosto de 2015 radicación Nº 45.857, concluyó que el afiliado al que se le haya reconocido la indemnización sustitutiva de pensión de vejez, puede acceder a  la pensión de invalidez, siempre y cuando cumpla con los requisitos previstos en la Ley al momento en que se estructure la invalidez.

Se extrae de lo dicho por la Sala de Casación Laboral, que para que no haya incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y la pensión de invalidez, el afiliado debe tener cotizadas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez por lo menos cincuenta semanas al sistema general de pensiones, con las cuales se garantice la cobertura de ese riesgo, o por lo menos que en aplicación del principio de la condición más beneficiosa en la forma determinada por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, haya hecho aportes durante 26 semanas dentro del año inmediatamente anterior al deceso, o a la estructuración de la invalidez, pues no de otra forma podría dejarse causada esa prestación económica,
2. IMPROCEDENCIA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DESPUES DE CUMPLIDA LA EDAD MÍNIMA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ.

Establece el artículo 31 de la Ley 100 de 1993 que el régimen de prima media con prestación definida es aquél mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización previamente definidas, siendo aplicable a este régimen las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones), con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esa Ley.

En ese contexto, para analizar la viabilidad de reconocer la pensión de invalidez dentro del régimen de prima media con prestación definida, es necesario remitirse al artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, el cual prevé que el afiliado que sin tener derecho a la pensión de vejez, se invalide después de alcanzar las edades que se señalan para adquirir ese derecho, se le otorgará la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez.

Bajo tales parámetros, esta Sala de Decisión desde sentencia de 13 de abril de 2007, reiterada en providencia de 10 de diciembre de 2015 dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones con radicación Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01 determinó que es improcedente reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues como atrás quedó visto, la consecuencia jurídica prevista en la legislación en estos casos, no consiste en la concesión de una pensión sino de una indemnización sustitutiva.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede que: i) Mediante dictamen Nº 106-2014 de 6 de febrero de 2014–fl.12-, la Junta Regional de Calificación de Invalidez determinó que el señor Humberto Montoya Marin tiene una PCL equivalente al 66.01% de origen común, estructurada el 1 de julio de 2010; ii) en comunicación de fecha 30 de octubre de 2014, le fue negada por parte de Porvenir la pensión de invalidez, en virtud a que su cuenta de ahorro individual no reportaba saldo alguno, debido a “reintegro por vejez” –fl.122-, y iii) a través del oficio de fecha 24 de septiembre de 2010, Horizonte Pensiones y Cesantías, informó al actor de la devolución de saldos aprobada por la suma $113.478, existente en su cuenta de ahorro individual y por valor de $740.951correspondiente a los aportes efectuados con posterioridad al traslado de régimen pensional –fl 159-.
Con base en lo enseñado en la sentencia SL 11234 de 26 de agosto de 2015 radicación Nº 45.857 proferida por la Sala de Casación Laboral, es necesario estudiar si el accionante, a pesar de haber recibido la devolución de saldos, equivalente a la indemnización sustitutiva prevista para el régimen de prima media,  pudo posteriormente causar la pensión de invalidez, por tener cotizadas el número de semanas exigidas por la normatividad vigente para el 1º de julio de 2010 cuando se estructuró su invalidez, que no es otra que la establecida en la Ley 860 de 2003.

Al respecto, señala la precitada norma que para esos efectos le corresponde al afiliado haber cotizado al sistema general de pensiones por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez. En la historia laboral aportada al proceso por parte de Colpensiones y que obra a folio 70 del expediente, entre el 1º de julio de 2007 e igual data del año 2010 el actor registra un total de 0 semanas de cotización; no obstante con la demanda fueron aportados los formatos de auto liquidación mensual de aportes diligenciados por el Conjunto Residencial los Alcazares, para los ciclos de julio de 2007 a febrero de 2008.  
Adicionalmente, en los documentos que aportó la administradora de dicho conjunto residencial ante el requerimiento efectuado en esta sede –fs 8 a 141 del cuaderno de segunda instancia-, se observan las planillas de autoliquidación de aportes diligenciadas por el Conjunto Residencial “Los Alcazares” a través del aplicativo SOI en los que se reportan cotizaciones al Instituto de Seguros Sociales -Colpensiones-, para los meses de julio, agosto y septiembre de 2008 –fls 15 a 17.  Los demás instrumentos, tanto los aportados con el actor como por su empleador, no fueron acompañados por los soportes correspondientes o por la planilla de pagos, lo cual impide verificar qué cotizaciones se realizaron efectivamente a nombre del demandante.
Se acreditan entonces, en los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez del actor, cotizaciones al sistema pensional correspondientes a 47.14 semanas.

La ausencia del número de semanas requeridas resulta insuficiente para negar la prestación, pero no sobra hacer notar que,  si en gracia de discusión, se obviara el hecho de que al actor se le hizo entrega de los aportes existentes en su cuenta de ahorro individual y que no acredita la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003, tampoco sería posible reconocer la pensión de invalidez que reclama, en consideración que para el 1º de julio de 2010, cuando se estructuró la invalidez, se encontraba rigiendo el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, el cual dispone que la edad mínima para acceder a la pensión de vejez en el caso de los hombres es de 60 años, y para ese momento el demandante contaba con 71 años y 26 días de edad, pues como atrás se explicó, cuando el afiliado se invalida con posterioridad al cumplimiento de la edad mínima, lo que procede es la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, tal y como lo establece el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable de conformidad con lo previsto en el artículo 31 de la Ley 100 de 1993.
Vale la pena hacer notar que la sentencia proferida por la Sala de Casación Laboral Radicado 30123 de 2007, con ponencia del Magistrado Camilo Tarquino Gallego, a la que hace relación el demandante en su recurso, estudió el caso de una persona que le fue negada la pensión de invalidez con ocasión al reconocimiento previo de la indemnización sustitutiva por el riesgo de vejez, argumento que ciertamente no considera válido esta Colegiatura para negar la prestación si el afiliado cumple con los requisitos establecidos por la ley para acceder a la primera de las prestaciones señaladas, tal como se precisó líneas atrás.

No obstante, en aquélla oportunidad la Sala de Casación Laboral, ningún análisis efectúo respecto a la aplicación del artículo 9 del Acuerdo 049 de 1990, por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1990, para los casos en los que el afiliado se invalidó luego de alcanzar la edad mínima para pensionarse por vejez, sin lograr esta prestación, situación que se encuentra expresamente regulada por la norma en comento, toda vez que éste no fue el objeto del recurso de casación.

Adicionalmente, pasa por alto el recurrente que en ese asunto, a pesar de que el demandante había recibido la indemnización sustitutiva de vejez, continuó afiliado y cotizando al sistema, más allá de la edad límite de cobertura, gracias a la inoperancia cómplice del Instituto de Seguros Sociales, situación que también fue considerada por la Alta Magistratura para decidir a favor el demandante. 
Finalmente, se hace necesario anotar que para la Sala Mayoritaria, la aplicación de la jurisprudencia nacional que viene siendo analizada opera para los casos en que habiéndose recibido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, el afiliado se invalida dentro de los límites de cobertura de la pensión de invalidez, esto es antes de alcanzar la edad de 60 o 62 años para los hombres, según sea el caso,  situación que bien puede darse cuando, habiendo superada esa edad, el peticionario,  al ser calificado se determine que la pérdida de capacidad laboral se estructuró  con anterioridad al cumplimiento de esa fecha límite.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 4 de diciembre de 2015.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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